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Marco conceptual y componentes clave para el seguimiento y evaluación en la ordenación del 
territorio 
 
Resumen: este artículo destaca la importancia de un buen marco conceptual para abordar los procesos de 
seguimiento y evaluación en la ordenación del territorio en España. El objetivo de este trabajo es el de 
revisar las distintas aportaciones teóricas que tratan el seguimiento y la evaluación en la ordenación del 
territorio con el fin de proponer una serie de elementos y factores clave para esta práctica en España. A 
través de un examen de la literatura académica internacional y nacional pertinente, así como del análisis de 
casos en las comunidades autónomas españolas se obtienen los elementos y factores claves propuestos. 
Entre estos, destacan la importancia de la gobernanza territorial y la coordinación entre actores territoriales, 
la participación ciudadana, el aprendizaje mutuo durante todo el proceso de planificación y la importancia 
de las experiencias previas en esta materia. 
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Spatial planning conceptual framework for monitoring and evaluation 
 
Abstract: researchers and practitioners in spanish spatial planning have an absence of conceptual framework 
to manage monitoring and evaluation processes in Spain. The aim of this work is to analyze the main 
theoretical frameworks related to spatial planning monitoring and evaluation. Key factors and components 
have been identified in order to make a preliminary conceptual framework proposal. To do that, the relevant 
international and national academic literature has been examined. Also the autonomous communities’ 
spatial planning systems have been analyzed. The proposal highlights the importance of territorial 
governance. The coordination experience among territorial actors seems crucial. Furthermore, citizen 
participation appeared as a key element in spatial planning monitoring and evaluation tasks. 
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La ordenación del territorio como la conocemos hoy fue ampliamente reforzada desde el 
informe elaborado por el equipo de Donella Meadows (1972) sobre Los límites del 
crecimiento. Con la Carta Europea de Ordenación del Territorio (CEMAT, 1983) a la 
ordenación de los recursos territoriales se sumaron los principios de desarrollo 
socioeconómico equilibrado de las regiones, la mejora de la calidad de vida, la gestión 
responsable de los recursos naturales y culturales, la protección del medio ambiente y la 
utilización racional del territorio. El propio objetivo del desarrollo territorial sostenible 
fue ampliamente difundido e incorporado en la ordenación del territorio en la década de 
los 90 tras la cumbre de Río de 1992 (ONU, 1992). Desde entonces la ordenación del 
territorio se entiende como política pública integral de planificación física, 
preponderando la escala regional y subregional de planificación, con el objetivo último 
de alcanzar el desarrollo sostenible y la mejora de la calidad de vida de las personas. Esta 
política se concreta en normas y leyes, planes, estrategias, directrices o documentos de 
planificación que regulan directrices y determinaciones. 
Sin duda la ordenación territorial resulta compleja y presenta numerosos inconvenientes 
sobre todo en su proceso de implementación. Desde finales del siglo pasado, la 
complejidad y la incertidumbre destacan como factores que limitan la planificación 
territorial. Estos mismos factores han logrado que Beck (1992 y 1998) tilde nuestra 
sociedad como sociedad del riesgo. Además, han provocado que la ordenación y gestión 
territorial y ambiental deban tener estos conceptos en consideración para que exista una 
mínima garantía de éxito (Pahl-Wostl, 2007 y 2009). Todo esto ha provocado que el 
modelo racional comprehensivo de planificación (Benabent, 2014) haya quedado 
obsoleto y que surjan nuevas aproximaciones teóricas para suplir la carencia de un 
paradigma o modelo de planificación genérico. Una de estas aproximaciones que se 
enfrenta a la complejidad y la incertidumbre es la que se realiza en la planificación 
territorial estratégica desde el concepto ecológico de resiliencia por algunos autores 
(Davoudi et al., 2012). Estas aportaciones tienen como contexto los conceptos de 
mitigación y adaptación al cambio climático global. Concretamente la resiliencia es 
contraparte de la vulnerabilidad ya que tiene en cuenta no solo los cambios externos y 
que afectan bruscamente a un sistema, sino que también atiende a las respuestas activas 
y positivas ante el riesgo (Giddens, 2009). Lu y Stead (2013) relacionan la resiliencia en 
la planificación con la habilidad de los sistemas naturales para enfrentarse a los shocks. 
En definitiva, la resiliencia es la capacidad de preparación para minimizar los efectos 
negativos y actuar ante los cambios de un sistema. Por tanto, en la planificación territorial, 
el concepto de resiliencia se puede entender como un proceso continuo de reajuste de 
estrategias (Lu y Stead, 2013), tanto en el espacio como en el tiempo, directamente 
relacionado con el seguimiento y la evaluación. 
Por otro lado, en relación con la complejidad e incertidumbre, numerosos autores han 
destacado la velocidad de los cambios económicos y sociales globales de nuestra época 
(Rifkin, 1995; Roberts, 2004; Diamond, 2006) lo que llevó al popular filósofo Zygmunt 
Bauman (2003) a definir el concepto de sociedad líquida fundamentada en la 
posmodernidad, la flexibilidad y el cambio constante. Es esta posmodernidad la que 
reclama nuevas formas de pensar sobre la organización social y política del territorio. La 
crisis de la planificación que supone la complejidad posmoderna implica que el 
planificador verá dificultada su actividad ya que la crisis también afecta, y mucho, a la 
política y a las instituciones de forma sistémica (Kunzmann, 2016). Por ejemplo, según 















enfocarse desde la escala de las regiones o regiones urbanas para lograr englobar todos 
los conceptos y cambios socio-territoriales actuales.  
Por otra parte, distintos autores han tenido en cuenta la complejidad y la incertidumbre 
en los modelos de planificación territorial y ambiental formulando una teoría que supere 
el concepto, además de ponerlo en crisis, de ciencia normal de Thomas Kuhn (1962). Se 
trata de la ciencia posnormal (Funtowicz y Ravetz, 1993). Esta propuesta científica 
metodológica radica en la relación entre el riesgo en la toma de decisiones y la 
incertidumbre sistémica (Figura 1). Cuando ambos factores son bajos se considera que la 
ciencia aplicada es suficiente para resolver los problemas. Si los riesgos y la 
incertidumbre son medios, la consultoría profesional puede gestionarlos. Por último, ante 
los altos riesgos que suponen la toma de decisiones y las incertidumbres elevadas los 
autores proponen la ciencia posnormal como método para abordar las necesidades 
ambientales globales de nuestro tiempo. La ciencia posnormal implica la consideración 
de la incertidumbre, aceptar la falta de control, así como fortalecer la pluralidad de 
perspectivas legítimas en la toma de decisiones apoyando la democratización de la ciencia 
(Funtowicz y Ravetz, 1993; Funtowicz y Strand, 2007; Sardar, 2010). 
 
Figura 1. Estrategias de resolución según la Ciencia Posnormal 
 
Fuente: adaptado y traducido de Funtowicz y Ravetz (1993:475). 
 
Sin duda, el riesgo en la toma de decisiones y la incertidumbre, en definitiva la 
complejidad, que envuelve a la política de ordenación del territorio en gran parte se debe 
a la multiplicidad de escalas y actores territoriales que se ven afectados en este proceso. 
Con esto se debe destacar aún más la importancia que conllevan los procesos de 
participación de los planes territoriales estratégicos, así como la transparencia y la propia 
gobernanza territorial (Comisión Europea, 2001). Otro de los fenómenos clave a tener en 
cuenta es la gran diversidad en la práctica de esta política y en los diferentes modos de 
implementación de la ordenación del territorio, tanto internacionalmente como de forma 
interna en cada estado soberano (Segura, 2017). De todas estas experiencias se observa 
que el seguimiento y evaluación de planes de ordenación del territorio está ampliamente 



















































retroalimentación (Pujadas y Font, 1998). Sin embargo, no existen trabajos importantes 
que coordinen los marcos teóricos y metodológicos, así como los elementos y factores 
clave que tratan el seguimiento y evaluación de instrumentos de ordenación del territorio.  
A continuación, siguiendo otros trabajos del autor de este artículo (Segura, 2017; Segura 
y Pedregal, 2017) se retoman en este los conceptos de seguimiento y evaluación como 
sigue (Tabla 1). Según Benabent (2014:130) se entiende por seguimiento, en el contexto 
de la planificación territorial, al conjunto de procesos definidos y desarrollados para 
“generar de forma continua y sistemática información” para establecer un control y una 
valoración de resultados durante el periodo de ejecución del plan con el fin de informar 
de imprevistos o posibles correcciones necesarias. Por otra parte, la evaluación puede 
distinguirse en distintas fases (al menos ante, durante y post plan) y bajo distintos 
enfoques (de objetivos, de procesos, de eficacia, o participativa); pero que en definitiva 
consistiría en la valoración sistemática general, tanto en su diseño, como en su 
implementación u objetivos. Por tanto, esta puede encontrarse a lo largo de todo el 
proceso planificador. Según el mismo autor, a diferencia del seguimiento, la evaluación 
permitiría la valoración externa de los propios documentos de planificación y su 
cuestionamiento con el objetivo de “rendir cuentas, informar a la sociedad o mejorar el 
contenido o aplicación” (Benabent, 2014:130).  
 
Tabla 1. Conceptos de seguimiento y evaluación en la planificación territorial 
 Seguimiento Evaluación 
Propósito Asegurar que se ejecuta lo regulado y programado 
Rendir cuentas, informar, mejorar el 
diseño o aplicación del plan 
Cuando se realiza Durante la ejecución del plan Antes, durante o después de la ejecución del plan 
Quién lo realiza Responsables del plan Evaluadores externos o internos 
Contenido del proceso Medición de realización y resultados 
Valoración de pertinencia, utilidad, 
eficacia, eficiencia 
Finalidad del proceso Corregir desviaciones Enjuiciar la conveniencia del plan 
Visión de la acción 
pública No cuestionan el plan Permite cuestionar el plan 
Fuente: Manuel Benabent (2014:130). 
 
Por otra parte, en relación con la ordenación del territorio en España, esta política se 
encuentra ampliamente institucionalizada en muchas de las comunidades autónomas 
españolas en la segunda década del siglo XXI (Benabent, 2012; Elorrieta, 2013; Segura, 
2017). Aunque también presenta importantes debilidades que se relacionan directamente 
con la ausencia de experiencias de seguimiento y evaluación de los instrumentos de 
ordenación del territorio o con la ineficiencia práctica de estos procedimientos (Segura, 
2017; Segura y Elorrieta, 2019).  
En este trabajo se considera fundamental profundizar en las aportaciones teóricas y 
revisar los distintos modelos de planificación con el objetivo de configurar un marco 
conceptual que englobe la problemática de su seguimiento y evaluación. En 
consecuencia, el objetivo de este artículo consiste en la propuesta de una serie de 
elementos y factores clave para esta práctica en España.  
La metodología llevada a cabo para cumplir con este objetivo se ha iniciado con la 















realizada en anteriores trabajos (Segura, 2017; Segura y Pedregal, 2017), se ha 
profundizado en el seguimiento y evaluación de la ordenación del territorio desde un 
punto de vista teórico y de la implementación de herramientas de seguimiento de 
instrumentos de ordenación en el caso español. El diagnóstico de la situación española 
deriva del papel atribuido al seguimiento y evaluación en la normativa y los documentos 
de planificación territorial regionales de las comunidades autónomas (Segura, 2017; 
Segura y Pedregal, 2017; Segura y Elorrieta, 2019). Asimismo, se ha atendido a la 
existencia y composición de organismos encargados de las tareas de seguimiento y 
evaluación, informes e indicadores empleados en cada caso, procesos de participación 
pública durante la elaboración de los planes y la experiencia y capacidad de coordinación 
en esta materia por parte de la administración. 
Tras este apartado introductorio, el segundo epígrafe se encuentra dedicado al análisis de 
los distintos enfoques teóricos y modelos de planificación territorial prestando especial 
atención a la evaluación y seguimiento de instrumentos. El tercer punto aborda 
brevemente el estado de la cuestión en España. En un cuarto bloque se exponen los 
elementos y factores propuestos como clave para el desarrollo de un marco conceptual 
sobre seguimiento y evaluación de instrumentos de ordenación del territorio. Finalmente 
se enumeran las principales conclusiones.  
 
2. SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DESDE LA TEORÍA DE LA 
PLANIFICACIÓN TERRITORIAL 
 
Hasta finales del siglo XX el modelo imperante en la planificación territorial se puede 
definir como modelo racional comprehensivo (Benabent, 2014). Este modelo se 
caracterizaba por su alta componente tecnocrática donde la ciencia y la técnica tratan de 
aportar una solución verdadera a los problemas territoriales desde la administración 
pública. La incorporación de las ciencias sociales en la teoría de la planificación territorial 
en los años 70 y 80 conllevó al aumento de la diversidad en esta actividad planificadora, 
lo que se consideró como algo positivo, así como primar un modelo de planificación 
basado en un crecimiento racional. Además, los instrumentos de ordenación comenzaron 
a idearse bajo un modelo de planificación funcional frente al clásico carácter normativo 
(Faludi, 1973). Las críticas recibidas a este modelo racional comprehensivo supusieron 
cambios en el modelo de planificación y en la toma de decisiones territoriales destacando 
los planteamientos incrementalistas, la planificación por escenarios y soluciones 
alternativas, las medidas estratégicas para afrontar la complejidad e incertidumbre, así 
como una mayor comunicación y apertura del proceso de planificación (Benabent, 2014). 
Es precisamente este cambio hacia una ordenación del territorio estratégica, 
fundamentada en la elección estratégica y en la mejor comprensión del sistema territorial 
para tomar decisiones sobre el mismo. La ordenación del territorio resulta entonces un 
proceso continuo donde se toman decisiones estratégicas “de forma iterativa e 
incremental” y, por tanto, de la misma manera es indispensable realizar la evaluación de 
las decisiones tomadas (Benabent, 2014:45). 
Un gran número de autores internacionales ha trabajado en el marco de la nueva 
ordenación del territorio estratégica1. En este nuevo modo estratégico de planificación 
territorial se trata de superar las carencias de coordinación y la falta de cooperación 
vertical y horizontal. Además, se refuerza la implicación social y se fomentan las redes 
                                                          



















































participativas e inclusivas en todas las fases del proceso planificador, y no sólo durante 
el análisis y diagnóstico territorial. También se presta voz al conjunto de actores 
afectados, y se apoya la participación de grupos sociales que hasta ahora generalmente 
quedaban excluidos del proceso de planificación (Farinós, 2010). Las experiencias de 
exposición de alternativas posibles en un proceso de planificación territorial para que se 
produzca una elección, a priori consensuada, por parte de los actores territoriales 
implicados suponen por naturaleza una gran experiencia y un aprendizaje social relevante 
en esta materia. Esto es lo que encontramos en Holanda con su doctrina de planificación 
(Roodbol-Mekkes, Van der Valk y Korthals Altes, 2012) en la que el consenso social para 
plasmar ideas e intereses, así como para elegir alternativas posibles, prima sobre las 
posiciones de poder de algunos actores (Faludi, 2010a; Hajer, Grijzen y Klooster, 2010).  
De todas formas, merece la pena recordar que en la ordenación del territorio estratégica 
tampoco existe una receta única en la práctica para encontrar la mejor solución en esta 
materia (Albrechts y Balducci, 2013). El papel del planificador resulta ahora más que 
nunca problemático, no sólo porque los propios objetivos y principios de la ordenación 
del territorio son cambiantes, ya que también nos encontramos en un contexto donde la 
toma de decisiones se encuentra repleta de incertidumbres (Albrechts, 2006). En 
ocasiones, son impredecibles “estructuras de oportunidad” las que permiten desarrollar 
su labor a los planificadores (Faludi, 2009:4), como por ejemplo la presencia de un líder 
político que impulse la implementación de la ordenación del territorio en un determinado 
contexto. Es por ello mismo que numerosos autores defienden la creciente necesidad de 
tomar en consideración la colaboración del mayor número de actores territoriales 
implicados y la participación de todos los interesados (Hernández-Mora y Ballester, 2011; 
Lauber, Decker y Knuth, 2008).  
Como consecuencia, se debe tener en cuenta que la planificación no depende únicamente 
del liderazgo político y del marco normativo, sino que también importa el contexto 
sociocultural. Sin embargo, aunque de forma independiente los cambios políticos o 
normativos no suponen un cambio por sí mismos, sí que resultan un factor sine qua non 
por lo que resulta importante considerar los cambios políticos y del propio sistema 
político-territorial para alcanzar los objetivos de planificación propuestos (Albrechts, 
2016; Farinós y Vera, 2016). Lo cierto es que desde la ya mencionada Cumbre de Río de 
1992 se difundieron ampliamente los procesos participativos en la planificación 
estratégica (al menos en la escala local con las Agendas 21 Locales). Numerosos autores 
reconocen que estos esfuerzos fortalecieron sobre todo la nueva ordenación del territorio 
estratégica (Albrechts, 2006; Pascual Esteve, 2007; Romero y Farinós, 2011). 
La evolución del modelo racional comprehensivo pasa por un modelo más comunicativo 
y más colaborativo lo que implica trabajar directamente en el fortalecimiento de la 
participación ciudadana y de las redes de trabajo y cooperación socio-institucionales. En 
este nuevo modelo colaborativo y más comunicativo generalmente debe alcanzarse un 
consenso con el que además se logra un aprendizaje mutuo entre actores a múltiples 
niveles (Pahl-Wostl, 2009). Además, el planteamiento de posibles escenarios permitiría 
comparar las mejores alternativas y mostrar las narrativas y explicaciones detrás de cada 
una de las posturas de los actores territoriales implicados en el proceso de planificación 
(Hoch, 2016). Asimismo, la “coproducción de conocimiento” desde una perspectiva 
científica transdisciplinar se suma a esta necesidad de un modelo estratégico de 
ordenación del territorio más cercano a la sociedad y al conjunto de actores territoriales 
(Albrechts, 2013). 
Por otra parte, aunque desde un punto de vista teórico los sociólogos llevan trabajando la 















en la práctica, en relación con la inefectividad de métodos aplicados en distintos ámbitos 
con distintos resultados, y se apunta a la necesaria pluralidad o apertura metodológica 
(Della Porta y Keating, 2008). Además, los procesos de participación actuales requieren 
mayor información y nuevos profesionales formados expresamente para ello (Font, Della 
Porta y Sintomer, 2012). Estos nuevos procesos participativos se fundamentan en la 
implicación de las administraciones, la realización de un proyecto participativo efectivo 
garantizando la transparencia, la calidad de la información y la formación del conjunto 
de actores implicados, así como debe existir confianza entre las partes y labores de 
seguimiento y evaluación del conjunto del proceso participativo (Ballester y La Calle, 
2015). Estos avances en general han supuesto la ampliación del alcance de los proyectos 
participativos, así como de las fases en las que esto sucede en el proceso de planificación 
(Benabent, 2014). Todo ello, como se ha mostrado en anteriores trabajos (Segura, 2017) 
está directamente ligado al desarrollo europeo del concepto de gobernanza del que deriva 
la noción de gobernanza territorial. Esta defiende nuevos procedimientos en las políticas 
territoriales basados en la participación y en la transparencia que además tengan en cuenta 
el necesario control, la evaluación y la dación de cuentas (Farinós, 2016; Farinós y 
Romero, 2008). Los mismos autores afirman que la ordenación del territorio constituye 
un campo predilecto para la aplicación de la gobernanza territorial, además de que 
guardan una relación simbiótica ya que la ordenación del territorio requiere una buena 
gobernanza territorial. Por tanto, la gobernanza territorial se ha convertido en un buen 
marco para la ordenación del territorio estratégica en Europa, y más aún para la 
ordenación territorial estratégica de segunda generación (Albrechts, 2009; Pascual 
Esteve, 2007). Esta renovada ordenación del territorio estratégica se caracteriza por 
proponer, desde los inicios de elaboración de los planes de ordenación del territorio, un 
sistema de seguimiento que permite también la evaluación continuada de la 
implementación de planes y políticas territoriales. Asimismo, la publicación de este 
sistema fortalece la transparencia y la disposición de información fundamental para 
desarrollar una buena gobernanza territorial democrática en la que la implicación de la 
sociedad en los asuntos públicos a través de la participación ciudadana se posible 
(Farinós, 2016). De todas formas, algunos autores avisan de que los principios de la 
gobernanza pueden facilitar las tareas de planificación, pero no deben considerarse de 
forma dogmática por parte de los planificadores (Nuissl y Heinrichs, 2011). Lo que sí 
parece evidente es que las nuevas formas de planificar requieren un papel del planificador 
cercano a la coordinación y gestión de conflictos, así como resulta necesario el rol del 
“mediador” dentro del proceso de elaboración de planes de ordenación del territorio 
estratégicos como nueva figura profesional para lograr el éxito del proceso (Prezioso, 
2008). 
Atendiendo a lo ya expuesto, se puede remarcar que la ordenación del territorio debe tener 
en cuenta la complejidad territorial y las necesidades sociales, así como abandonar la idea 
de la planificación como un mero proceso tecnocrático. La “mesa de negociación entre 
propietarios, administradores públicos y profesionales, con el objetivo básico de repartir 
eficientemente los valores del suelo” debe dar paso a la cultura del acuerdo y a la 
democratización de la planificación territorial reconociendo el potencial de la misma 
como “plataforma óptima de concertación” bajo los principios de “transparencia y 
participación ciudadana directa” (Ezquiaga, 2009:15). Si esto no ocurre, en contextos de 
conflicto y desconfianza institucional de gran intensidad, pueden surgir, como se ha 
reconocido entre otros casos en Barcelona y Valencia, empoderamientos sociales 
manifestándose en forma de acciones que rozan la ilegalidad con el fin de poner solución 
a estos problemas desde la sociedad civil (Del Romero y Valera, 2015) y con ello suplir 



















































(Farinós y Lloret, 2016). Estos movimientos no luchan únicamente contra los propios 
planes administrativos, sino que, en algunos casos, también frente al conjunto de 
instituciones y mecanismos de los que emanan (Del Romero y Valera, 2015). Por tanto, 
de todo esto se entiende como necesaria la utilización de nuevos enfoques científicos más 
democráticos en la ordenación del territorio y el apoyo a la co-gestión de estas iniciativas 
de base social. 
Es precisamente en este contexto de democratización científica de la planificación donde 
se enmarca uno de los principios esenciales de la propuesta de la ciencia posnormal como 
ciencia con la gente (Funtowicz y Ravetz, 2000). Esta socialización del proceso, 
cuestionando la legitimidad y la capacidad de los políticos a la hora de tomar las 
decisiones según estos autores, no garantiza una solución válida pero sí al menos la 
calidad del proceso (Funtowicz y Strand, 2007). Asimismo, la estrategia posnormal 
implica que los científicos tienen que enseñar y también aprender al mismo tiempo 
(Giampietro, Mayumi y Munda, 2006). Además, la ciencia posnormal no solo considera 
a los ciudadanos como parte importante en la toma de decisiones, sino que también 
cumplen una importante labor en el seguimiento y evaluación formando una comunidad 
de evaluadores extendida: 
 
“Estas comunidades de evaluadores extendidas no serían necesariamente receptores pasivos de los 
materiales proveídos por los expertos. También poseerían, o crearían, sus propios hechos extendidos. 
Estos podrían incluir la sabiduría de oficio y el conocimiento comunitario de lugares y de sus 
historias, así como evidencias anecdóticas, investigaciones en el vecindario, periodismo de 
investigación y documentos filtrados” (Funtowicz y Strand, 2007:109). 
 
Además, la estrategia científica posnormal destaca la importancia del análisis previo de 
las decisiones, quiénes las toman y cómo se miden los logros de las acciones y estrategias 
diseñadas para alcanzarlas. Este análisis previo es una cuestión importante puesto que no 
podría desarrollarse una política de forma legítima con decisiones preconcebidas 
impuestas o poco transparentes desde la propia administración (Kovacic y Giampietro, 
2015). Las narrativas existentes tras estas cuestiones aluden a que la existencia de 
intereses contrapuestos, requiere discusión por parte de los interesados y también, de 
forma extendida, en el conjunto de la sociedad (Garnåsjordet, Aslaksen, Giampietro, 
Funtowicz y Ericson, 2012). 
Después de presentar este resumen de los contenidos teóricos sobre planificación 
territorial que se encuentran estrechamente relacionados con la necesidad del seguimiento 
y evaluación de esta política y de sus instrumentos de implementación, deben ser tenidos 
en cuenta los avances sobre el empleo de indicadores cualitativos y cuantitativos. Cabe 
adelantar que estas herramientas han sido ampliamente desarrolladas en el ámbito de la 
planificación y evaluación ambiental. Los sistemas de indicadores han sido valorados 
como una de las mejores herramientas, ya que acumulan una experiencia importante en 
materia de seguimiento y evaluación de instrumentos de planificación territorial y 
ambiental (Gao, Kornov y Christensen, 2013). El éxito de los indicadores radica en su 
doble función como herramienta científica de medición y de comunicación entre actores 
territoriales. Gracias a esto, los sistemas de indicadores se constituyen como herramientas 
útiles cuyo principal valor es ayudar a la implicación de los actores territoriales, el debate 
y la deliberación (Gao, 2013). Como ejemplo de su desarrollo se pueden mencionar las 
experiencias de la planificación basada en evidencias de comienzos del siglo XXI en 















planificación ya presentaban elaborados sistemas de seguimiento y evaluación basados 
en indicadores. En España no existen tantos procedimientos de seguimiento y evaluación 
basados en indicadores que hayan sido llevados a la práctica, aunque recientemente se ha 
publicado un interesante estudio que presenta un marco metodológico basado en 
indicadores y múltiples escenarios para valorar la eficiencia de los planes de ordenación 
del territorio, atendiendo al objetivo último del desarrollo sostenible, que ha sido aplicado 
en Cantabria (Nogués, González-González y Cordera, 2019). 
Por otra parte, a pesar de los avances en el uso y desarrollo de las metodologías y técnicas 
de seguimiento y evaluación basadas en indicadores, no están exentas de problemas. 
Existen dificultades de aplicación a diferentes escalas, tanto de carácter técnico, político 
o incluso ético. Los indicadores generalmente implican responsabilidades y rendición de 
cuentas, un tema repleto de sensibilidades (De Vries, 2009). Actualmente para algunos 
autores los indicadores de desarrollo territorial sostenible, característicos en la ordenación 
del territorio, se deben presentar como resultado de un proceso de interacción entre 
actores territoriales, concretamente entre instituciones y sociedad (Garnåsjordet et al., 
2012). Los mismos autores que hacen esta afirmación lo expresan haciendo alusión a la 
concepción de unas narrativas que subyace a los indicadores. Para ello definen el proceso 
de selección y elaboración de los sistemas de indicadores no como una mera selección 
técnica estadística puesto que el baremo final elegido también debería responder a los 
intereses sociales. En consecuencia, la selección de forma participada de indicadores para 
el seguimiento y evaluación de los instrumentos de ordenación del territorio también se 
considera esencial. Por tanto, se refuerza la idea de ampliar o extender el conjunto de 
actores que intervienen en el seguimiento y la evaluación para los instrumentos de 
ordenación del territorio también en los aspectos relativos a la creación de sistemas de 
indicadores. 
Tras esta breve revisión, a continuación, se desarrollan estos y otros conceptos 
especialmente relevantes en el caso español y haciendo hincapié en el seguimiento y 
evaluación de los instrumentos de ordenación del territorio autonómicos. 
 
3. SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN TERRITORIAL EN ESPAÑA 
 
Existen bastantes trabajos que abordan la ordenación del territorio y su evolución en 
España (Benabent, 2006 y 2012; Elorrieta, 2013) pero pocos son los que se han centrado 
concretamente en el seguimiento y la evaluación de esta política y de sus instrumentos 
(Segura, 2017). Desde la descentralización de competencias autonómicas, tras la 
Constitución de 1978 en España, todas las comunidades autónomas españolas cuentan ya 
con su propia ley que regula la política de ordenación del territorio, aunque no todas ellas 
cuentan con instrumentos de ordenación aprobados (ver Anexo).  
Durante todos estos años en los que han visto la luz todas las leyes autonómicas de 
ordenación del territorio, estas normas han sufrido al menos algunas modificaciones 
parciales y muchas han sido reformadas por completo. Sin embargo, lo más destacable es 
que gran parte de estas leyes y planes se encuentran desfasadas. En ocasiones ha 
transcurrido más de una década entre la aprobación de la ley y la del plan regional. Todo 
esto repercute de forma especial en los sistemas de seguimiento y evaluación de los 
instrumentos de ordenación del territorio. Además, todas estas leyes y planes no 
responden a ninguna legislación o marco estatal que les sirva como referencia y, en 



















































Rodríguez, 2010). La mayoría de leyes y planes únicamente indican la elaboración de 
informes o memorias de seguimiento y evaluación como herramientas de gestión de la 
implementación de los instrumentos de ordenación del territorio. Sin embargo, gracias en 
gran parte a algunas normativas europeas, y especialmente a la directiva europea 
2001/42/CE sobre evaluación y seguimiento ambiental de planes y programas, más 
conocida como Directiva de Evaluación Ambiental Estratégica (en adelante Directiva 
EAE), se han incorporado y reforzado los mecanismos de seguimiento y evaluación 
ambiental a través principalmente de indicadores y procesos participativos en los propios 
planes de ordenación del territorio. Concretamente la citada Directiva EAE fue 
incorporada al ordenamiento jurídico estatal español en 2006, normativa que algunas 
administraciones autonómicas han ido adaptando en sus normas, y actualmente queda 
vigente para todo el Estado bajo la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental en España. 
La ordenación del territorio en España también ha sido influenciada por el concepto de 
gobernanza en el contexto europeo. Los principios de la gobernanza se fundamentan 
esencialmente en garantizar un buen gobierno basado en la transparencia institucional y 
la participación e implicación ciudadana en la toma de decisiones (Comisión Europea, 
2001). Precisamente estos principios luchan contra uno de los problemas detectados de la 
ordenación del territorio en gran parte de Europa como son las carencias en materia de 
coordinación y cooperación tanto horizontal como vertical. Además, muchos autores 
interpretan que los contenidos entre límites administrativos no son los únicos que deben 
ser tenidos en cuenta en materia de ordenación del territorio, siendo la propia Unión 
Europea una gran geometría flexible que requiere de una ordenación del territorio flexible 
(Allmendinger y Haughton, 2009; De Roo y Porter, 2007; Faludi, 2010b y 2013). En esta 
misma línea, los autores españoles (Benabent, 2012; Ezquiaga, 2009; Hildenbrand, 2007; 
Zoido, 2010) corroboran los problemas de coordinación y cooperación como mal 
endémico de la ordenación del territorio en España. Por tanto, “la gobernanza se relaciona 
con formas de poder más blandas, flexibles y voluntarias, y se adapta mejor a las nuevas 
realidades espaciales emergentes como son las megaregiones, las instituciones 
supraestatales, las áreas funcionales, las regiones urbanas supramunicipales, las 
mancomunidades, los consorcios o la custodia del territorio” (Doménech, Muñoz, Ruano 
de Oleza, 2011:4). 
Asimismo, varios autores nacionales manifiestan de forma explícita que la gobernanza no 
está asentada a comienzos del siglo XXI (Benabent, 2009; Farinós y Romero, 2006). 
Simplemente se reconoce que las actividades y acuerdos de cooperación y coordinación 
responden a las formas tradicionales de gobierno y no a los principios de la gobernanza 
territorial con carácter estratégico y participativo. Se ha reconocido una cultura de 
planificación de tradición asistencial y clientelar, que debería ser sustituida por otra de 
carácter proactivo y propositivo (Farinós, 2015). En este sentido, teniendo en cuenta las 
referencias europeas, sería necesaria una nueva cultura territorial que rompa con el 
concepto de path dependence, entendido este como la inercia de la trayectoria 
institucional o el estancamiento político e institucional en la ordenación del territorio 
(Stead, 2013). 
Siguiendo con lo anterior y en el marco de una nueva ordenación territorial estratégica, 
en España se observa una clara tendencia estratégica más que un carácter regulatorio en 
los instrumentos de ordenación, especialmente en los de ámbito regional (Farinós, Aldrey 
Vázquez, Del Río Franqueira, 2015). Sin embargo, pese a la pretensión estratégica estos 
planes se alejan de los principios de adaptación y suelen anclarse, salvo contadas 















trabajo experto y, por ello, la participación ciudadana no ha sido un elemento substancial 
en la elaboración de los planes (Benabent, 2012 y 2014). Además, a esto se suma “la falta 
de cultura participativa motivada por una baja concienciación social” en España (Farinós, 
Vera Pastor y Lloret Gual, 2016) y la consideración del ciudadano como un actor pasivo 
por parte de la administración pública. Esto debe ser cambiado si se atiende a los 
principios de la gobernanza territorial (Farinós, 2016) y, aunque las experiencias 
participativas han sido mayores en la escala local de planificación (Pascual, 2011), 
fomentada la cultura participativa en la planificación territorial a todas las escalas. El 
ejemplo paradigmático en España es el del caso de la Comunidad Foral de Navarra donde 
la participación aborda todas las fases del proceso planificador incluyendo su seguimiento 
y evaluación (Collado 2004; Munarriz, 2009; Zarraluqui, 2011).  
De forma general, de acuerdo con los resultados de otros trabajos anteriores en el contexto 
de la planificación española (Segura, 2017; Segura y Pedregal, 2017), la evaluación de 
políticas públicas se aprecia como necesaria para cuidar del interés general y cada vez 
recibe más atención por los medios de comunicación (Farinós y Ruiz, 2011). Sin 
embargo, se debe tener en cuenta que, por un lado, no todos los expertos defienden que 
la evaluación de impacto de la ordenación del territorio debe ser exclusivamente una labor 
de los propios tomadores de decisiones, sino un examen realizado por un agente externo 
e independiente (Serrano Rodríguez, 2011). Por otro lado, otros autores como Ferrao y 
Mourato (2011) sí que abogan por la regulación de la evaluación de impacto territorial 
como responsabilidad política. Además, se argumenta que esta podría ser una buena 
oportunidad para democratizar el proceso y que no se convierta en un mero mecanismo 
técnico.  
Lo cierto es que el diagnóstico sobre los planes de ordenación del territorio a comienzos 
del siglo XXI mostraba carencias importantes en el seguimiento y evaluación de los 
planes (Benabent, 2006). Además, en la práctica todas las dudas sobre los resultados de 
los planes se constatan años después en España, sin poder conocer la eficacia, eficiencia 
e impacto real de los planes, es decir, si se están cumpliendo sus objetivos o no y de qué 
forma (Segura, 2017; Segura y Elorrieta, 2019). Sin embargo, algunos autores vaticinan 
una nueva “revolución de la evaluación en las políticas públicas” (Farinós, 2016:347), 
donde se constata la necesidad de generar y gestionar la información, por ejemplo, a 
través de la proliferación de observatorios territoriales en España (Segura y Pedregal, 
2016), así como una nueva cultura territorial basada en la inteligencia territorial. Sin 
embargo, ello no implica por necesidad una mejora, y casi únicamente Navarra, con su 
observatorio territorial en pleno funcionamiento, parece mostrarse de nuevo como uno de 
los pocos ejemplos de buenas prácticas en el caso español. 
 
4. ELEMENTOS Y FACTORES CLAVE PARA EL SEGUIMIENTO Y 
EVALUACIÓN DE LOS PLANES TERRITORIALES 
 
De todas las aportaciones realizadas por los autores revisados, se han obtenido cinco 
componentes principales que deben ser considerados en un marco conceptual para el 
seguimiento y evaluación de la ordenación del territorio. Todos estos elementos clave 
interactúan en el proceso de planificación de forma interdependiente, respondiendo a una 
serie de factores explicativos (Tabla 2). 
Como se muestra en la Tabla 2, la gobernanza es uno de los componentes fundamentales 



















































Una buena gobernanza territorial se caracteriza por la transparencia y participación 
durante todas las fases del proceso planificador. La diversidad de las redes de 
participación, tanto por su composición como por su carácter (formal o informal), así 
como la presencia de múltiples liderazgos (político, técnico, de base social, etc.) son 
factores relevantes que deben ser considerados en todo sistema de seguimiento y 
evaluación de la política de ordenación del territorio y sus instrumentos de 
implementación. Además, este marco de gobernanza, entendido como componente, 
también se vincula a las estructuras de oportunidad y a la capacidad institucional para 
adaptarse a las necesidades sociales. La tradición planificadora y la capacidad de absorber 
cambios por parte de la normativa y del propio proceso planificador es otro factor clave 
que debe ser reconocido. 
 
Tabla 2. Marco conceptual de seguimiento y evaluación en la ordenación del territorio 
Componentes Factores Referencias 
GOBERNANZA 
- Gobernanza territorial 
- Transparencia 
- Redes de participación 
- Liderazgos 
- Marco regulatorio adaptativo 
Albrechts, 2006, 2009 y 2016; 
Faludi, 2010a y 2010b; Farinós, 
2010 y 2015; Kunzmann, 2016; 
Pahl-Wostl, 2007 y 2009 
REFLEXIVIDAD 
- Seguimiento y evaluación 
- Recursos y capacidad de 
retroalimentación 
- Coproducción de conocimiento 
- Indicadores y corresponsabilidad 
Albrechts, 2013 y 2016; Faludi y 
Waterhout, 2006; Farinós, 2015; 
Gao, 2013; Gao et al., 2013; 
Garnåsjordet et al., 2012; 
Giampietro et al., 2006 
DEMOCRATIZACION 
- Ciencia con la gente 
- Implicación social en la toma de 
decisiones 
- Empoderamiento social 
Del Romero y Valera, 2015; 
Farinós y Lloret, 2016; 
Funtowicz y Ravez, 1993 y 
2000; Funtowicz y Strand, 2007 
EXPERIENCIA Y 
APRENDIZAJE 
- Aprendizaje socio-institucional 
- Consenso y relaciones de confianza 
- Experiencia del mediador 
Farinós y Lloret, 2016; Hoch, 
2016; Pahl-Wostl, 2009 
PERSPECTIVA 
MULTINIVEL 
- Coordinación y cooperación 
multinivel y multiescala 
- Interacción entre actores 
- Nuevas geometrías flexibles 
Allmendiguer, 2012; 
Benabent, 2012; 
Faludi, 2010a y 2010b; 
Hildenbrand, 1999 
Fuente: elaboración propia. 
 
La reflexividad se propone como otro de los componentes esenciales en este marco 
conceptual. El seguimiento reflexivo de todos los procesos de toma de decisiones y las 
metodologías y prácticas de evaluación de los propios instrumentos de ordenación es uno 
de los factores clave para este componente. Sin duda en el ámbito nacional e internacional 
se hace hincapié en la importancia de los recursos y mecanismos para aumentar la 
capacidad de retroalimentación en la ordenación del territorio. La coproducción de este 
conocimiento por parte de la diversidad de actores territoriales y la perspectiva 
transdisciplinar del proceso científico planificador es otro de los factores esenciales que 
explican este componente reflexivo. Los sistemas de indicadores se reafirman como 
principales herramientas de seguimiento y evaluación que pueden implicar 















los factores éticos, las narrativas que esconden o los intereses de los actores territoriales 
a los que responden. 
La crisis del modelo racional comprehensivo de planificación como consecuencia del 
exceso de complejidad e incertidumbre en la toma de decisiones territoriales, ha derivado 
en la mayor democratización del proceso de planificación. No sólo se trata de implicar 
a la ciudadanía a través de la participación sino en implicarla en la toma de decisiones de 
forma directa. Esta implicación social de base debe ser considerada desde el inicio e 
incluso se incorpora para muchos autores en el propio proceso científico. Esta 
democratización radical del proceso de planificación conlleva la garantía de calidad del 
proceso y una mejor forma de enfrentar la incertidumbre, aunque no necesariamente 
asegura la solución de la problemática planteada. Las experiencias de empoderamiento 
social en situaciones de crisis, sobre todo reconocidas en la planificación urbana, son 
laboratorios que ponen a prueba el sistema de planificación de los que también se puede 
obtener un aprendizaje. 
Precisamente es la experiencia y el aprendizaje otro de los componentes de esta 
propuesta. En este marco se presenta la tradición planificadora como factor clave y, más 
que la tradición, la capacidad de generar espacios de aprendizaje entre actores territoriales 
capaces de enriquecer los procesos de planificación. Estos espacios que tienen por 
objetivo buscar el consenso entre los distintos intereses son especialmente relevantes para 
establecer las relaciones de confianza necesarias para lograr un proyecto territorial 
común. Por ella figura de organismos intermediarios, como por ejemplo la existencia de 
consejos territoriales, o la asunción del planificador como mediador en estos encuentros 
de intercambios y aprendizaje mutuo resulta otro de los ítems de interés. 
La perspectiva multinivel es intrínseca al carácter integral de esta política pública y debe 
ser considerado transversalmente en esta propuesta puesto que el resto de componentes 
deben ser valorados teniendo en cuenta las diferentes escalas y niveles administrativos 
afectados. La coordinación y cooperación administrativa tanto horizontal, entre sectores, 
como vertical, entre escalas administrativas, es uno de los factores clave para comprender 
el funcionamiento de un sistema de planificación territorial. Estos aspectos cobran 
especial relevancia en un contexto dinámico donde los límites administrativos en 
ocasiones quedan obsoletos y son nuevas geometrías flexibles y cambiantes las que deben 
ser consideradas. El análisis institucional y las interacciones entre actores territoriales 
implicados en esta materia se muestran más aún como factor esencial a valorar. 
 
5. CONCLUSIONES  
 
En este artículo se ha presentado una propuesta de marco conceptual para el seguimiento 
y evaluación de la ordenación del territorio. La intención de este trabajo es la de iniciar 
un debate mayor sobre los muchos aspectos hasta ahora desatendidos, al menos de forma 
integrada, en la teoría y práctica de la planificación territorial. Estos cinco componentes 
propuestos (Gobernanza, Reflexividad, Democratización, Experiencia y Aprendizaje, 
Perspectiva Multinivel) han sido tratados de forma individual por numerosos autores, 
pero aquí se presentan como marco conceptual común en el contexto del seguimiento y 
evaluación de la política de ordenación del territorio y de sus instrumentos. Estos 
componentes aglutinan un conjunto de factores que, de acuerdo con referencias 
nacionales e internacionales, contemplan los principales elementos que deben ser 



















































evaluación efectivos. La integración de estos componentes y de sus factores explicativos, 
al menos de aquellos que han sido identificados para cada uno de ellos en este artículo, 
permiten una comprensión mayor de la complejidad existente en los procesos de 
planificación. Este marco propuesto puede ser retomado para formular una evaluación de 
estos procesos y de la propia política de ordenación del territorio. Para desarrollar una 
evaluación a través de indicadores cualitativos sobre estos componentes en el sistema 
territorial se estima necesario seguir profundizando en estos aspectos teóricos y 
conceptuales, así como en los aspectos prácticos sobre seguimiento y evaluación en la 
ordenación del territorio. 
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Leyes de Ordenación del Territorio Autonómicas en España 
CCAA Ley de Ordenación del Territorio 
Andalucía Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio  
Aragón Decreto legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio de Aragón 
Asturias Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo. 
Cantabria Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo  
Castilla La 
Mancha 
Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, Texto refundido de la Ley de Ordenación del 
Territorio y de la Actividad Urbanística 
Castilla y León Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio  
Cataluña Ley 23/1983, de 21 de noviembre, de política territorial 
Com. Valen. Ley 5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje 
Extremadura Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial  
Galicia Ley 10/1995, de 23 de noviembre, de Ordenación del Territorio  
Baleares Ley 14/2000, de 21 de diciembre, de Ordenación Territorial 
Canarias Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos  
La Rioja Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación Territorial y Urbanismo  
Madrid Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo 
Murcia Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística  
Navarra Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo 
País Vasco Ley 4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territorio  
Fuente: elaboración propia a partir de Segura y Elorrieta (2019). 
 
Instrumentos Autonómicos Regionales de Ordenación del Territorio en España 
CCAA Instrumento de Ordenación del Territorio aprobado (ámbito regional) 
Andalucía Plan de Ordenación del Territorio (2006) 
Aragón Estrategia de Ordenación Territorial (2014) 
Asturias Directrices Regionales de Ordenación del Territorio  (1991) 
Castilla y León Directrices Esenciales de Ordenación del Territorio (2008) 
Cataluña Plan Territorial General (1995) 
Com. Valenciana Estrategia Territorial (2011) 
Galicia Directrices de Ordenación del Territorio (2011) 
Baleares Directrices de Ordenación Territorial (1999) 
Canarias Directrices de Ordenación  General (2003)* 
Navarra Estrategia Territorial de Navarra (2005) 
País Vasco Directrices Ordenación del Territorio (1997) 
Fuente: elaboración propia a partir de Segura y Elorrieta (2019). 
* Nota: Cantabria, Castilla La Mancha, Extremadura, La Rioja, Madrid, Murcia no tienen. Por otro lado, las 
Directrices de Ordenación General de Canarias (2003) han sido derogadas por la disposición derogatoria 
única apto. 1, letra c) de la Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y los Espacios Naturales Protegidos de 
Canarias.  
